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EXPEDIENTE No.2012-00104-01


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Asunto


: Sentencia de Segundo Grado

Tipo de proceso
: Ordinario- Responsabilidad extracontractual

Demandantes

: Liliana María Delgado Llano y otras 
Demandados

: Transportes Especiales del Otún SAS y otro
Procedencia

: Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira
Radicación

: 66001-31-03-004-2012-00104-01

Magistrado Ponente
: DUBERNEY GRISALES HERRERA

TEMAS:
RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL / ACCIDENTE DE TRÁNSITO / ACTIVIDAD PELIGROSA / RÉGIMEN PROBATORIO / PRESUNCIÓN DE LA CULPA / CARGA PROBATORIA DE LA PARTE DEMANDADA / DEMOSTRAR CAUSAL DE EXONERACIÓN.
Que la conducción de vehículos automotores sea una actividad considerada peligrosa, ninguna duda ofrece, es añeja esa conclusión en el Alto Tribunal de la justicia ordinaria, reconocida también sin miramientos en la doctrina patria, con fuente normativa en el artículo 2356, CC, cuyo alcance interpretativo se entiende enunciativo y no taxativo.

Para entender el título de imputación y el régimen probatorio, impera precisar, el criterio actual del precedente judicial, del órgano de cierre de la especialidad (CSJ).

En fallo adiado el 24-08-2009, la CSJ, hizo un completo recuento de la línea decisional de esa Colegiatura, para concluir que ha oscilado entre la presunción de culpa y de responsabilidad…
Se desestima así el razonamiento de la parte demandada, pues como bien se advierte ninguna incidencia tiene la diferenciación de la calidad de la víctima, directa o indirecta, dado que lo relevante es la actividad de la conducción de automotores, considerada peligrosa, para la cual se presume la culpa y por la que, por supuesto, le correspondía a ese extremo acreditar alguna de las causales de exoneración. (…)
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REPUBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL – FAMILIA – DISTRITO DE PEREIRA

DEPARTAMENTO DEL RISARALDA

En la ciudad de Pereira, Risaralda, hoy treinta y uno (31) de enero de dos mil veinte (2020), siendo las nueve de la mañana (9:00 a.m.), fecha y hora programadas para resolver los recursos de apelación interpuestos contra la sentencia del 14-05-2019, el Magistrado sustanciador, Duberney Grisales Herrera, se declara constituido en Audiencia Pública, en asocio de los demás integrantes de la Sala de Decisión, Edder Jimmy Sánchez Calambás y Jaime Alberto Saraza Naranjo, conforme al artículo 327, CGP, en la sede donde habitualmente laboran en el Palacio de Justicia local.

1. La síntesis de la demanda
1.1. Los hechos relevantes. El día 11-04-2010 el señor Jaime Pulgarín  Henao, en condición de pasajero, se transportaba en el bus de placas WHT-839, con destino a la ciudad de Cali, V. 

Durante el trayecto, aquel y otros pasajeros, advirtieron que el vehículo coleaba, a la izquierda, cada vez que frenaba. Cuando se desplazaba en el sector de la quebrada Los Caños, de nuevo, se presentó esa maniobra que trató de corregir el conductor, pero sin resultados, pues terminó colisionando con un tractocamión. En ese accidente el señor Pulgarín H. sufrió unas lesiones, que de manera colateral afectaron a sus familiares, aquí demandantes (Folios 4-5, cuaderno No.1).

1.2. Las pretensiones. (i) Declarar a Transportes Especiales del Otún S.A. y a José Belzar Rodríguez Rico, en sus condiciones de empresa afiliadora y propietario del bus; civil y solidariamente responsables de la indemnización de los daños provocados a las actoras, con ocasión de lesiones sufridas por el señor Jaime Pulgarín H.; (ii) Condenar al pago de los perjuicios morales “subjetivados” (Sic) en cuantías de $40.000.000 para Liliana M. Delgado Ll. y Ligia Henao de P. (Esposa y madre); así como $25.000.000 para Victoria E. Pulgarín G. (Hija); (iii) Reconocer indexación sobre las cifras anteriores; (iv) Condenar a la parte demandada en costas (Sic) (Folios 8-9, cuaderno No.1).
2. La respuesta a la demanda
2.1. Demandados

José B. Rodríguez R. y Transportes Especiales del Otún SAS. En forma conjunta, admitieron algunos hechos, desestimaron unos y dijeron no constarle otros, con explicaciones, en cada caso. Se opusieron a las pretensiones y excepcionaron de mérito: (i) La causa eficiente del accidente fue el hecho de un tercero (Sic); (ii) No estar obligado a responder e indemnizar por los perjuicios solicitados; (iii) Cobro de lo no debido; y (iv) Genérica (Folios 83-87, cuaderno No.1).

Ambos denunciaron el pleito a varias entidades y el primero llamó en garantía a una aseguradora. 

2.2. Denunciados en pleito
2.2.1. Instituto Nacional de Vías - invías. Respondió los hechos, se opuso a las pretensiones y excepcionó falta de: (i) Legitimación en la causa por pasiva; y, (ii) Relación de causalidad (Folios 75-78, cuaderno No.2).

2.2.2. Proyectos de Infraestructura S.A. - Pisa. Replicó la demanda y la denuncia, resistió las pretensiones y excepcionó a la última figura (Folios 101-112, cuaderno No.2). En audiencia del artículo 101, CPC, celebrada el 11-05-2018, los demandados desistieron de las pretensiones en su contra (Folios 180-181, cuaderno No.1). 
2.2.3. Agencia Nacional de Infraestructura – Antes Inco. Contestó, repelió las pretensiones y excepcionó de mérito (Folios 57-60, cuaderno No.2). También, en la diligencia realizada el 11-05-2018, decidió el Despacho que se abstendría de resolver sobre esta entidad, porque pese a que notificó y contestó, no se había ordenado su vinculación ¿? (Folio 182, cuaderno No.1).
2.2.4. Departamento del valle del cauca.  Luego de notificado, guardó silencio (Folio 144, cuaderno No.2).

2.3. Llamados en garantía

2.3.1. Qbe Seguros S.A. (Convocada por el demandado José B. Rodríguez R.) Dijo no constarle la mayoría de los hechos de la demanda, aceptó el 1º y 12º, se opuso a las pretensiones y excepcionó al llamamiento: (i) Extemporaneidad de la notificación; (ii) La responsabilidad está limitada a lo pactado, expresamente, en el contrato de seguro; (iii) Póliza de seguros sin amparo patrimonial a terceros; y (iv) Genérica (Folios 27-32, cuaderno No.3).

2.3.2. Seguros Colpatria S.A. (Llamada por Proyectos de Infraestructura SA – Pisa) Respondió los hechos, se opuso a las pretensiones y excepcionó, tanto a la demanda  (Folios 42-53, cuaderno No.4) como al llamamiento (Folios 64-71, cuaderno No.4). Con proveído del 27-05-2014, se declaró probada la excepción previa de caducidad que formulara (Folios 8-11, cuaderno No.5).

3. El resumen de la sentencia apelada

Declaró (i) No probadas las excepciones de demandados y la aseguradora QBE Seguros S.A.; y (ii) Responsables civilmente a los demandados, por lo que los condenó a pagar: $20.000.000 para Liliana M. Delgado Ll. (Esposa) y $15.000.000 para Ligia Henao de P., así como para Victoria E. Pulgarín G. (Madre e Hija); por concepto de daño moral; (ii) Dispuso el pago de intereses de mora y negó la indexación, sobre todas esas sumas; (iii) Declaró que la compañía de seguros debía cubrir esas sumas hasta el límite fijado en la póliza; y, (iv) Condenó en costas al extremo pasivo.

Encontró probado el accidente, en el que se dice se ocasionaron las lesiones al señor Jaime Pulgarín H., con lo atestado por Jorge A. Valencia C. (Pasajero, también, en el bus) y lo documentado en las pruebas remitidas por la Fiscalía, que conoció de esa colisión. En relación con la culpa, recordó que se presume y que los demandados no lograron probar que hubiese la causa extraña alegada, consistente en charco o derrame de aceite en la carretera. Dijo que con los informes de medicina legal, que obran en las diligencias penales, se acreditaron las afectaciones del señor Pulgarín y que fueron a originadas con ese choque. Así las cosas, había lugar a reconocer el daño moral, el cual reconoció conforme el arbitrio judicial y decisión de este Tribunal (Tiempo 02:22:18 a 03:02:57, folios 202-205, cuaderno No.1).
4. La síntesis de las apelaciones
4.1. Reparos.

4.1.1. Qbe Seguros S.A. Reprochó que se hubiere desestimado la excepción de “póliza sin amparo extrapatrimonial a terceros”, aquel es solo para la víctima directa, ya se cubrió y esa es la razón para negarlo a las indirectas aquí reclamantes (Folio 206, ibídem).
4.1.2. José B. Rodríguez R. y Transportes Especiales del Otún SAS. Concretados así: (i) Por tratarse de víctimas indirectas es inaplicable el régimen de culpa presunta; (ii) Inadecuada valoración probatoria del testimonio de Jorge A. Valencia, por considerarlo poco creíble sobre las fallas del automotor; respecto a las pruebas documentales, porque dejaron de traerse a declarar las personas que las suscribieron y, entonces, falta su ratificación; y, frente a las copias allegadas del proceso penal, ya que solo se corrió traslado en la audiencia, lo que impidió que se controvirtieran (Folios 207-208, ibídem).

4.2. La sustentación. 
5. Decisiones preliminares

Sala unitaria. El apoderado judicial de la aseguradora Qbe Seguros SA, el día de ayer, presentó memorial contentivo de desistimiento del recurso de apelación, como el mismo se allana al cumplimiento de las exigencias del artículo 316, CGP; se admite. Se condenará en costas, a esa compañía por así disponerlo el citado artículo y no encontrarse en las excepciones allí contempladas. 

6. La fundamentación jurídica para decidir

6.1. Los presupuestos de validez y eficacia procesal. No hay reproche alguno para invalidar la actuación; la demanda es idónea y las partes son sujetos de derechos, habilitados para intervenir en el proceso.

6.2. La legitimación en la causa. El examen de este aspecto es oficioso
-
, así sostiene la, en criterio pacífico, CSJ
 (2016), en criterio que acoge sin reparos este Tribunal
. Cuestión diferente es el análisis de prosperidad de la súplica. En este evento se satisface en ambos extremos.
En efecto, por activa la parte actora está integrada por quienes afirman padecieron menoscabo en sus intereses legítimos
-
, susceptibles de tutela judicial y con ocasión de las lesiones sufridas por su hijo, esposo y padre (Artículos 2341 y 2342, CC). Obran para acreditar tales condiciones los respectivos registros civiles (Folios 21-23, ibídem).
Y por pasiva se tiene que Transportes Especiales del Otún SAS, a título de guardiana (Teoría de la “guarda compartida”
-
) por razón de la afiliación del vehículo, en concreto aplica la tesis de la “guarda provecho” (2018)
, como de tiempo atrás entiende la CSJ
, en doctrina conservada para estas calendas; a esta la parte demandante le endilga la conducta generadora del daño reclamado (Artículos 2343 y 2344, CC). Y esa afiliación fue aceptada en forma expresa por la cooperativa, al responder el hecho 1º (Folio 83, cuaderno No.1), suficiente para tener probada su aptitud para afrontar el litigio.

Conforma también este extremo, el co-demandado José B. Rodríguez R., como propietario del vehículo con el que se aduce la causación del detrimento reclamado (Artículos 2343 y 2344, CC), a título de guardián jurídico
-
, para la época de los hechos (2010), según documento obrante a folio 17 del cuaderno No.1. El dominio sobre automotores se prueba, tanto en la especialidad civil como comercial, conforme al artículo 47, Ley 769 (Norma declarada exequible por la CC
), y el artículo 922, CCo, con la inscripción en la oficina de tránsito. En este sentido la CSJ
 como precedente vertical vinculante, y como criterios auxiliares el CE
 y en doctrina nacional: los profesores Tamayo Lombana
 y Bonivento Fernández
. Esa titularidad se demostró en cabeza del señor Rodríguez R.
Los referidos demandados son convocados en virtud de la “coautoría en la producción del perjuicio”
 o solidaridad directa, según la autorizada jurisprudencia de la CSJ
.

Ningún reparo hay sobre la vinculación procesal de la compañía QBE Seguros SA y Seguros Colpatria SA, como llamadas en garantía, según las pólizas arrimadas a la foliatura (Folios 9-11 y 54-63, cuadernos Nos.3 y 4). No ocurre lo mismo con las entidades convocadas bajo la figura de la denuncia del pleito, por ser esta propia del saneamiento por evicción, improcedente a voces del CPC, imperante para aquel momento; debió acudirse al llamamiento en virtud de la “coautoría en la producción del perjuicio”
 (Artículo 2344, CC, la solidaridad directa); de cuyas citaciones quedaron vigentes la de Invías y el Departamento del Valle del Cauca, por lo que correspondía resolver esas pretensiones; empero, como este tema no fue apelado, está fuera del alcance de esta instancia.

6.3. El problema jurídico a resolver

¿Se debe revocar, modificar o confirmar la sentencia estimatoria proferida por el Juzgado 1º Civil del Circuito de esta ciudad, a tono con la apelación interpuesta por la parte demandada?

6.4. La resolución del problema jurídico
6.4.1. Los límites de la apelación

El enjuiciamiento en esta instancia lo trazan los temas objeto del recurso, que se traduce en una patente aplicación del modelo dispositivo en el proceso civil nacional (Artículos 320 y 328, CGP), con salvedades como asuntos de familia y agrario (Art.281, CGP), las excepciones declarables de oficio (Artículo 282, ibídem), los presupuestos procesales y sustanciales, las nulidades absolutas (Art.2º, Ley 50 de 1936), las prestaciones mutuas
 y las costas procesales, entre otros.
Y así lo ha entendido, de manera pacífica y consistente, esta Colegiatura en múltiples decisiones, por ejemplo las más recientes: de esta misma Sala y de otra
, todas del año anterior. En la última sentencia mencionada, se prohijó lo argüido por la CSJ en 2017
, eso sí como criterio auxiliar.
6.5. EL CASO CONCRETO

Reparo No. 1º. Al ser las demandantes víctimas indirectas es inaplicable el régimen de culpa presunta.

Resolución. Fracasa. La condición de víctima directa o indirecta no es lo que determina el régimen, lo es el hecho que generó los perjuicios reclamados.

6.5.1. Las actividades peligrosas y su régimen jurídico

Que la conducción de vehículos automotores sea una actividad considerada peligrosa
, ninguna duda ofrece, es añeja esa conclusión en el Alto Tribunal de la justicia ordinaria
, reconocida también sin miramientos en la doctrina patria
, con fuente normativa en el artículo 2356, CC, cuyo alcance interpretativo se entiende enunciativo y no taxativo.

Para entender el título de imputación y el régimen probatorio, impera precisar, el criterio actual del precedente judicial, del órgano de cierre de la especialidad (CSJ).

En fallo adiado el 24-08-2009, la CSJ
, hizo un completo recuento de la línea decisional de esa Colegiatura, para concluir que ha oscilado entre la presunción de culpa y de responsabilidad, coligió al final que era innecesaria la presunción. Para mayor ilustración se remite al compendio analítico y crítico, del doctor Castañeda Duque
, en su libro.

Sin embargo, en lo atinente al factor de imputación y la presunción referida, se revaluó con posterioridad en el año 2010
, se retornó de nuevo a la tesis tradicional de la Alta Corporación, es decir: el título de imputación es subjetivo y opera la presunción de culpa, aplicable en estos días, muy a pesar de las inconsistencias de la figura
-
, pues siendo esa la presunción, en rigor lógico debiera liberar la acreditación de diligencia, empero no acontece así, como anota algún sector de la doctrina
.

De la mentada sentencia de 2009 está vigente hoy: (i) El criterio para resolver aquellos eventos de convergencia de actividades peligrosas, a través del grado de incidencia causal
 (De igual parecer la Corte Constitucional
); (ii) Que solo libera la causa extraña
 (Caso fortuito, fuerza mayor, hecho exclusivo de la víctima o de un tercero); y, (iii) Que al damnificado corresponde acreditar el daño o perjuicio y el nexo causal.

En suma, en este sistema se presume la culpa del demandado (No la responsabilidad
, ni en la especie objetiva, como en un pasado reciente se pregonó al alero de la teoría del riesgo, que al año siguiente
 cambió al tradicional). Recientemente (20-09-2019)
, esa Magistratura señaló:
Por tanto, para que el autor del menoscabo sea declarado responsable de su producción, tratándose de labores peligrosas, sólo le compete al agredido acreditar: el hecho o conducta constitutiva de la actividad peligrosa, el daño y la relación de causalidad entre éste y aquél.  

Por consiguiente, esa presunción no se desvirtúa con la prueba en contrario, argumentando prudencia y diligencia, sino que por tratarse de una presunción de responsabilidad, ha de demostrarse una causal eximente de reparar a la víctima por vía de la causa extraña no imputable al obligado o ajena jurídicamente al agente, esto es, con hechos positivos de relevante gravedad, consistentes en: la fuerza mayor, el caso fortuito, causa o hecho exclusivo de la víctima, el hecho o la intervención de un tercero. (Resaltado fuera de texto).

Se desestima así el razonamiento de la parte demandada, pues como bien se advierte ninguna incidencia tiene la diferenciación de la calidad de la víctima, directa o indirecta, dado que lo relevante es la actividad de la conducción de automotores, considerada peligrosa, para la cual se presume la culpa y por la que, por supuesto, le correspondía a ese extremo acreditar alguna de las causales de exoneración.
Reparo No. 2º. Inadecuada valoración probatoria de: (i) El testimonio de Jorge A. Valencia, por considerarlo poco creíble sobre las fallas del automotor; (ii) Las pruebas documentales, porque la parte actora omitió traer para su ratificación a las personas que las suscribieron; y, (iii) Las copias del proceso penal solo se dejaron en conocimiento en el momento de la audiencia del artículo 373, CGP, lo que impidió controvertirlas en debida forma.

Resolución. No prospera. Son aspectos ajenos a la “causa ajena” (Hecho exclusivo de un tercero) invocada como excepción de mérito al contestar la demanda.

De cara a la contextualización que se hiciera en el acápite anterior, es indudable, que concernía al extremo pasivo, acreditar la causal exonerativa alegada, empero como ya se anticipara, ninguno de los precitados reparos tiene que ver con aquella (Charco o derrame de aceite en la carretera); de manera que en nada contribuiría analizar si fue incorrecta la apreciación que se hizo de tales medios probatorios. Adicionalmente, en primera instancia se desestimó esa defensa y no fue reparado por los recurrentes, por ende, quedó en firme.
Ahora, si en gracia de discusión, entraran a examinarse (i) El cuestionamiento que se le hace al testimonio, es su poca credibilidad sobre unas fallas que dice advirtió en el vehículo, en que se transportaba; aunque pudiesen existir esas dudas, si acaso, lo que podrían enrostrar tales desperfectos es otra causa ajena, que no fue invocada en la contestación. De forma tal que es evidente su inconsonancia con la defensa (Artículo 281, CGP).
De otro lado, se censuró que (ii) no hubiesen comparecido las personas que suscribieron las pruebas documentales aportadas para su ratificación, por lo tanto, es inviable valorarlas. Al respecto, examinados el expediente y el fallo, salta a la vista que los medios documentales, aportados y tasados, son aquellos incorporados en el proceso penal, para los que opera la presunción de legalidad al ser documentos públicos (Artículo 257, CGP).
Y finalmente, se alegó que (iii) fue exiguo el término para controvertir las copias trasladadas del expediente penal, porque el traslado se hizo en la audiencia de instrucción y juzgamiento; crítica que se estima extemporánea, pues la oportunidad era en la misma audiencia (Tiempo 1:55:57 a 1:59:29, folios 202-205, cuaderno No.1). Además, escuchada la diligencia, ninguna queja hay del recurrente para que se extendiera el lapso de tiempo o cuestionar que el concedido era insuficiente. 
En ese contexto, fracasan los reparos de la parte demandada, queda incólume la responsabilidad endilgada en primera instancia, y por ende, se confirmará el fallo impugnado. Se impondrá condena en costas a la compañía aseguradora ante el desistimiento del recurso.
7. LAS DECISIONES FINALES

En armonía con lo explicado se: (i) Confirmará en su integridad la sentencia atacada; (ii) Condenará en costas en esta instancia a la parte recurrente, por haber confirmado toda la providencia apelada (Artículo 365-3º, CGP), así mismo, a la aseguradora, pero por el desistimiento del recurso (Artículo 316, CGP).
La liquidación de costas se sujetará, en primera instancia, a lo previsto en el artículo 366 del CGP, las agencias en esta instancia se fijarán en auto posterior CSJ
 (2017). Se hace en auto y no en la sentencia misma, porque esa expresa novedad, introducida por la Ley 1395 de 2010, desapareció en la nueva redacción del ordinal 2º del artículo 365, CGP.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil - Familia, administrando Justicia, en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

F A L L A,
1. CONFIRMAR el fallo del 14-05-2019 del Juzgado 1º Civil del Circuito de esta ciudad.

2. CONDENAR en costas en esta instancia, a la parte demandada y a la QBE Seguros SA y a favor de la parte demandante, por las razones expuestas. Se liquidarán en primera instancia y la fijación de agencias de esta sede, se hará en auto posterior.
3. DEVOLVER el expediente al Juzgado de origen.
Esta decisión queda notificada en estrados.  Enteradas, las partes guardaron silencio. No siendo otro el objeto de la presente audiencia, a la hora de las XXXX, se da por terminada.
DUBERNEY GRISALES HERRERA

M A G I S T R A D O

EDDER JIMMY SÁNCHEZ C.

JAIME ALBERTO SARAZA N.
M A G I S T R A D O 
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